RESPUESTA DEL GOBIERNO DE MÉXICO EN SEGUIMIENTO A LA RESOLUCIÓN 21/23 DEL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS TITULADA LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS DE EDAD
I. Principales desafíos relacionados con la promoción y protección de los derechos humanos de las personas de edad en México.

El gobierno de México está consciente de la importancia de garantizar los derechos de las personas adultas mayores. Por ello, promueve la obligación de respetar y proteger los derechos de las personas adultas mayores brindando las oportunidades necesarias para desarrollar su potencial productivo, intelectual y emotivo.

México ha desarrollado diversos avances tanto a nivel legislativo, institucional y de políticas públicas en materia de protección de los derechos de las personas adultas mayores. México cuenta con una Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, vigente desde el 25 de junio de 2002 que garantiza el ejercicio de los derechos de esta población, y establece las bases y disposiciones para su cumplimiento mediante la regulación de la política pública nacional en la materia.

En junio de 2002 México cuenta con el Instituto Nacional de las Personas Mayores (INAPAM) como un organismo público descentralizado de la Administración Pública Federal, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objetivos y fines; tiene el objetivo de coordinar, promover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las acciones públicas, estrategias y programas que se deriven de ella de conformidad con la Ley citada.
Dada la importancia que tienen las entidades federativas, a través de las representaciones estatales del INAPAM, se llevan a cabo acciones coordinadas con los gobiernos estatales y municipales para garantizar la protección de los derechos humanos. La mayor parte de los estados de la República Mexicana (22) han elaborado una ley estatal propia que protege igualmente los derechos de las personas adultas mayores, pero con la inclusión de particularidades que se adaptan a las circunstancias de su población.
En el ámbito de políticas públicas, México puso en marcha diversos programas a favor de los derechos de este sector, tales como: el Programa de Acción para la Atención al Envejecimiento, Programa de Seguimiento Médico a Adultos Mayores, Programa Nacional Gerontológico con Perspectiva de Derechos Humanos 2011-2012, Programa Abriendo Espacios, Programa Envejecimiento ISSSTE, entre otros.

El gobierno de México está consciente de los desafíos que aún persisten, como el romper con la visión clásica del envejecimiento como un problema para convertirlo en una oportunidad de crecimiento como nación para avanzar en una sociedad de derechos y un México incluyente, a través de acciones concertadas entre gobierno, familia y sociedad con la finalidad de tener una sociedad justa, equitativa y respetuosa.

Debe reconocerse que en la sociedad no existe conciencia de la implicación y consecuencias de la transición demográfica de este grupo, aunado al desconocimiento que tienen las personas adultas mayores sobre sus derechos y las instancias que brindan el apoyo para ejercerlos plenamente.

Se encuentra el reto de fomentar el desarrollo de espacios públicos que sean incluyentes, compartibles y deseables para todos los sectores sociales y donde se favorezcan los encuentros intergeneracionales y la participación activa de los adultos mayores. 

En el año 2011, el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación publicó los resultados de la “Encuesta Nacional sobre la Discriminación en México (ENADIS 2010) resultados sobre las personas adultas mayores”, en el que se exponen los niveles de exclusión de las personas adultas mayores, de falta de reconocimiento y la obstaculización de derechos y oportunidades fundamentales para llevar a cabo una vida digna y satisfactoria independientemente de la edad
. Algunos de los resultados que arroja la Encuesta son los siguientes:

· El 27.9% de los adultos mayores encuestados consideran que sus derechos no han sido respetados por razón de su edad.

· El 40.3% considera que sus principales problemas son económicos.

· El 37.3% considera que es la enfermedad, el acceso a servicios de salud y medicamentos; y

· El 25.9% considera que su principal reto es el laboral.

De igual forma es necesario destacar que en México, de acuerdo a los datos del Censo de Población 2010, residen un total de 57.5 millones de mujeres, de las cuales 9.3% tienen 60 años y más. De inicio, la proporción por sexo señala que poco más de la mitad de la población está conformada por mujeres, todo refiere que la cantidad de hombres es de 54.9 millones.

De acuerdo al Censo 2010 en el país residen 95 hombres por cada 100 mujeres; en el grupo de 0 a 14 años esta relación es superior a cien (103 hombres por cada cien mujeres), esto es porque en prácticamente todas las poblaciones del mundo nacen más hombres que mujeres. En los jóvenes de 15 a 29 años la relación hombres-mujeres es de 95.9 y disminuye conforme avanza la edad hasta llegar a ser de 87 en el grupo de 60 años y más.
Frente a estos hallazgos, el gobierno de México ha identificado algunos desafíos, entre los que destacan:

· Trabajar coordinadamente con las instituciones públicas, privadas y sociales, a fin de garantizar el acceso a las oportunidades laborales sin discriminación y lograr generar un empleo digno de conformidad con su capacidad, experiencia y preferencias.
· Garantizar la protección de los derechos de las personas mayores formando recursos humanos especializados en materia de envejecimiento, especialmente en el contexto del aumento de la población de 60 y más años.
· Contar con Estancias de Día a fin de brindar a las personas adultas mayores una mejor atención gerontológica personalizada durante el día, logrando reducir la problemática de abandono y riesgos de salud en la persona adulta mayor, así como un deterioro físico, social y mental por el aislamiento y falta de atención.
· Capacitar al personal que opera el transporte público, a fin de brindar a este sector el ejercicio de su derecho al libre tránsito.
· Garantizar el ejercicio de sus derechos humanos y el trato adecuado para las necesidades que presenta este sector poblacional de acuerdo a la creciente prevalencia de enfermedades mentales en las personas de 60 y más años, que contrasta con la poca formación de recursos humanos especializados en el tema y con limitados espacios que brinden atención integral para personas con deterioro cognitivo.
· Generar atención integral para los grupos de adultos mayores migrantes y los que viven en zona rural. El desafío es que el presupuesto destinado a la atención de estas personas y de los programas que les atañen, es bajo y no cumple con las expectativas de crecimiento de la población, impidiendo así la ampliación de la cobertura de los programas y servicios que se proporcionan en las zonas urbanas.

II. Si la Constitución o legislación del país prohíbe explícitamente la discriminación por motivos de edad y si existen organismos específicos con el mandato de proteger y promover los derechos de las personas de edad.

México cuenta con un marco normativo amplio de protección de los derechos humanos y no discriminación, acorde con los estándares internacionales de derechos humanos, a saber de:
· Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Artículo 1°): Establece la prohibición de todo tipo de discriminación, incluida la edad: “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”. 

Aunado a la prohibición expresa de discriminación por razón de edad, contenida en la Constitución Mexicana, y derivado de la reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos del año 2011, los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos han adquirido el carácter de ley suprema en el Estado Mexicano, razón por la cual resulta destacar los instrumentos internacionales de los cuales México forma parte en la materia: Convención Americana sobre Derechos Humanos; Carta de las Naciones Unidas; Carta de la Organización de los Estados Americanos; Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación Racial; Convención Americana sobre Derechos Humanos Pacto de San José de Costa Rica; Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer; Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la Mujer.

· Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación (Artículos 1 y 2): Se refieren a la no discriminación por edad, basada en la distinción, exclusión o restricción, que impida o anule el reconocimiento o el ejercicio de sus derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas.
Artículo 1.- “Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de interés social. El objeto de la misma es prevenir y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos del Artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como promover la igualdad de oportunidades y de trato”.

Artículo 2.- Corresponde al Estado promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas. Los poderes públicos federales deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten en los hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las personas así como su efectiva participación en la vida política, económica, cultural y social del país y promoverán la participación de las autoridades de los demás órdenes de Gobierno y de los particulares en la eliminación de dichos obstáculos”.

En el Artículo 12 se especifica que tanto los órganos públicos como las autoridades federales, en el ámbito de su competencia, llevarán a cabo, medidas positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las personas mayores de 60 años, como sigue:
I. Garantizar el acceso a los servicios de atención médica y seguridad social, según lo dispuesto en la normatividad en la materia; 

II. Procurar un nivel mínimo y decoroso de ingresos a través de programas, conforme a las reglas de operación que al efecto se establezcan: 

a. De apoyo financiero directo y ayudas en especie y, 

b. De capacitación para el trabajo y de fomento a la creación de empleos,

III. Garantizar, conforme a la legislación aplicable, asesoría jurídica gratuita así como la asistencia de un representante legal cuando el afectado lo requiera.
· Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores (Artículo 8): establece la garantía de que las personas de 60 y más años disfruten plenamente, sin discriminación ni distinción alguna, de los derechos que ésta y otras leyes consagran. ”Ninguna persona adulta mayor podrá ser socialmente discriminada en ningún espacio público o privado por razones de su edad, género, estado físico, creencia religiosa o condición social”.

De igual forma enuncia como parte de los objetivos de la política pública nacional, fomentar en la familia, el Estado y la sociedad, una cultura de aprecio a la vejez para lograr un trato digno, favorecer su revalorización y su plena integración social; así como procurar una mayor sensibilidad, conciencia social, respeto, solidaridad y convivencia entre las generaciones con el fin de evitar toda forma de discriminación y olvido por motivo de su edad, género, estado físico o condición social.

Organismos específicos dedicados a proteger y promover los derechos de las personas de edad 

México cuenta con organismos específicos con el mandato de proteger y promover los derechos de las personas adultas mayores, a saber de:

· El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (INAPAM) creado de acuerdo a la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 25 de junio de 2002. 

El INAPAM tiene dentro de sus atribuciones ser el organismo de consulta y asesoría obligatoria para las dependencias de la Administración Pública Federal y, en su caso, voluntaria para el sector privado y social; establecer principios, criterios, indicadores y normas para el análisis y evaluación de las políticas dirigidas a las personas de 60 y más años; promover la participación de las personas adultas mayores en todas las áreas de la vida pública, a fin de que sean copartícipes y protagonistas de su propio cambio.

Asimismo tiene entre sus funciones elaborar y difundir campañas de comunicación para contribuir al fortalecimiento de los valores referidos a la solidaridad intergeneracional y el apoyo familiar en la vejez; revalorizar los aportes de las personas adultas mayores en los ámbitos social, económico, laboral y familiar, así como promover la protección de los derechos de las personas adultas mayores y el reconocimiento a su experiencia y capacidades.

· El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) es una institución que en términos de lo dispuesto por el artículo 22 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, garantiza a las personas adultas mayores, entre otros: orientación jurídica en forma gratuita, programas de prevención y protección de este sector en situación de riesgo o desamparo para incorporarlos al núcleo familiar o albergarlos en instituciones adecuadas; protección jurídica de las personas adultas mayores víctimas de cualquier delito (en coordinación con la PGR y las entidades federativas); y programas asistenciales de apoyo a las familias para que la falta de  recursos no sea causa de separación de las personas adultas mayores.
· El  Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED) fue creado por la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, publicada en el DOF el 11 de junio de 2003 como un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de Gobernación, con personalidad jurídica y patrimonio propio. De acuerdo a sus atribuciones se encuentran: contribuir al desarrollo cultural, social y democrático del país; llevar a cabo las acciones conducentes para prevenir y eliminar la discriminación; formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportunidades y de trato a favor de las personas que se encuentren en territorio nacional; y coordinar las acciones de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, en materia de prevención y eliminación de la discriminación.
· La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), es un organismo que cuenta con autonomía de gestión y presupuestaria, así como personalidad jurídica y patrimonio propios. El objetivo esencial de este organismo es la protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos previstos por el orden jurídico mexicano. De acuerdo a sus atribuciones y del artículo 5° fracción VIII de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores “toda persona, grupo social, organizaciones no gubernamentales, asociaciones o sociedades, podrán denunciar ante los órganos competentes, todo hecho, acto u omisión que produzca o pueda producir daño o afectación a los derechos y garantías que establece la presente Ley, o que contravenga cualquier otra de sus disposiciones o de los demás ordenamientos que regulen materias relacionadas con las personas adultas mayores”.
En virtud de que el Estado Mexicano se encuentra constituido en una Federación y que la materia de adultos mayores resulta concurrente, cada una de las entidades federativas cuenta con facultades para legislar en dicha materia, razón por la cual existe la posibilidad de que cada entidad cuente con  organismos específicos con el mandato de proteger y promover los derechos de las personas de edad.

III.  Acciones para combatir la violencia y malos tratos contra este grupo de la población.

México reconoce que las personas mayores son a menudo víctimas de la discriminación y el abuso y que sus necesidades no son atendidas de forma suficiente por los gobiernos y la misma sociedad. En este sentido y con la finalidad de procurar el pleno ejercicio de los derechos de las personas de edad, el INAPAM realiza acciones y programas dirigidos a propiciar una transformación cultural de la sociedad para valorar y reconocer la dignidad de las personas adultas mayores, y de esta manera, resarcir las diferencias sociales marcadas por la edad y combatir el desprecio, la discriminación, el despojo y la segregación. A través de campañas de sensibilización social dirigidas a la población en general con el objetivo de promover una imagen positiva de la vejez y resaltar su participación, entre las que destacan:
· Reuniones de trabajo con el Consejo de Coordinación Interinstitucional sobre el tema de Adultos Mayores donde participan diversos organismos de gobierno y sociedad civil, con la finalidad de comprometerse al establecimiento de mecanismos que permitan la implementación o desarrollo de programas a favor de este grupo poblacional.
· Juegos Nacionales, Deportivos y Culturales de las Personas Adultas Mayores donde anualmente se reúnen más de 3500 participantes provenientes de toda la República Mexicana, después de un proceso de selección en los torneos estatales y municipales.

· Actividades sociales, económicas, culturales, deportivas, cívicas y políticas en los más de 6,000 clubes INAPAM a nivel nacional, así como en los diversos Módulos de Atención Gerontológica del Instituto. Además se brindan alternativas de formación y desarrollo humano a través de un sistema formal de enseñanza en materias como lenguas extranjeras y computación, y se ofrece capacitación para el trabajo y ocupación del tiempo libre, donde se implementan alternativas de adiestramiento en la producción de artículos de diversa índole con el objetivo de ocupar su tiempo libre e inclusive de obtener un ingreso extra.

· El INAPAM a través de su bolsa de trabajo, busca reincorporar a las personas de 60 y más años a la vida productiva y apoyar su economía mediante una coordinación permanente con empresas e instituciones que ofrecen fuentes de trabajo para este grupo social y a quienes se dirigen campañas de sensibilización con el objetivo de concientizarlos de las circunstancias económicas que enfrenta este grupo etario en México. En coordinación con la Secretaría del Trabajo y Previsión Social se han implementado programas a efecto de promover empleo y trabajos remunerados conforme a su oficio, habilidad, capacidad o profesión.
· Con la credencial de afiliación al INAPAM se obtienen beneficios y descuentos en más de 20 mil establecimientos en todo el país, a partir de la firma de convenios con empresas y negocios, que causen un beneficio económico en este sector poblacional.

· De acuerdo a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) establece como prestaciones y servicios de carácter obligatorio la atención a jubilados, pensionados y discapacitados.
· El Seguro Popular forma parte del Sistema Nacional de Protección Social en Salud del Gobierno Federal y tiene como finalidad otorgar cobertura de servicios de salud a través de un aseguramiento público y voluntario para aquellas personas de escasos recursos que no cuentan con empleo o que trabajan por cuenta propia y que no son derechohabientes de ninguna institución de seguridad social.
· A través de la subdirección jurídica del INAPAM, se brinda a los adultos mayores de manera gratuita, orientación jurídica y gestoría administrativa con el fin de resolver de manera eficaz los problemas planteados, o en su defecto, ser canalizados a otras instancias para que sean atendidos y no dejarlos en estado de indefensión.
· Se cuenta con una Red de los Derechos de los Adultos Mayores, que consiste en que un grupo de adultos mayores capacitados en materia de derechos humanos, difundan sus derechos y enseñen a su vez a otros, para conformar así, una red que se multiplique exponencialmente. Esta es una acción llevada a cabo en coordinación con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a fin de que este grupo tenga los conocimientos necesarios para denunciar y exigir el cumplimiento de sus derechos.
· El 7 de marzo de 2013, el Presidente de la República anunció la extensión del Programa 70 y Más a los adultos mayores de 65 años, acción de la cual resultarán beneficiados 2.5 millones de adultos mayores que se sumarán a la cobertura actual del Programa alcanzando los 5.6 millones de beneficiarios.
· El INAPAM hasta diciembre de 2012, ha trabajado de manera coordinada con la Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, coordinando el Grupo sobre los derechos de las personas adultas mayores y participando en la elaboración del Programa Nacional Gerontológico con perspectiva de Derechos Humanos, en conjunto con diversas dependencias de la Administración Pública Federal. Este Programa tiene como objetivo promover un envejecimiento activo, saludable y digno, así como construir una sociedad para todas las edades. Asimismo se establecieron objetivos, estrategias y líneas de acción tendientes a asegurar el respeto irrestricto de los derechos humanos de las personas adultas mayores y de la no discriminación, la inclusión, la igualdad y la equidad de género.

· El gobierno del Distrito Federal (DF) ha implementado diversos programas en torno a la protección de los derechos de este grupo, a saber de:

· Servicios médicos especializados y de muy bajo costo, a través de los Centros de Atención Integral (CAI), en los que se proporcionan servicios de consulta médica general y especializada, estudios de laboratorio y gabinete. 
· El Programa de Atención Médica y Medicamentos Gratuitos otorga servicios y medicamentos gratuitos a todos los capitalinos que no cuenten con algún tipo de seguridad social. Este instrumento de apoyo social inició en julio de 2001 como Programa de Servicios Médicos y Medicamentos Gratuitos. El 22 de mayo de 2006 fue aprobado como ley en el DF y su reglamento se publicó el 4 de diciembre de ese mismo año. El 31 de enero de 2007 fue declarado Programa Social del Gobierno y publicado en su Gaceta Oficial.

· El Programa de Atención Médica y Entrega de Medicamentos a Domicilio, acción innovadora, pionera en su tipo, en la que unen esfuerzos con diversas dependencias de la administración capitalina, encabezadas por la Secretaría de Salud del Distrito Federal. Esta acción está dirigida a quienes viven en zonas catalogadas como de alta marginación, beneficia a más de 2 millones de personas que residen en estos lugares, donde habitan más de 70 mil adultos mayores y cerca de 30 mil personas con discapacidad.
· La Secretaría de Desarrollo Social del DF, a través del Programa 70 y Más, apoyan a los adultos mayores de 70 años o más de edad a través de un apoyo económico de $500 pesos mensuales que se pagan de manera bimestral, contribuyendo a la protección social de este grupo de edad en el país.
· El Instituto para la Atención de los Adultos Mayores del DF otorga  Pensión Alimentaria Universal a personas mayores de 68 años de edad, residentes en el DF, misma que tiene como finalidad otorgar una seguridad económica básica que permita atenuar las desigualdades sociales que enfrenta este grupo etario.

Ante el avanzado crecimiento de la población adulta mayor, México procura la suma de esfuerzos y el trabajo transversal a fin de ampliar la cobertura de beneficios que mejoren la calidad de vida de este grupo y que contribuyan a garantizar el ejercicio pleno de sus derechos humanos y libertades fundamentales. Es necesario continuar con el diseño de políticas públicas con la participación y responsabilidad de todas y cada una de las instituciones del Estado Mexicano para responder a las demandas y necesidades de una sociedad cada vez más preocupada por el respeto a los derechos fundamentales de las personas adultas mayores.
* * *
� http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Enadis-2010-PAM-Accss.pdf
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